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1.  Relevancia económica y social de los sistemas públicos  
de pensiones

Los sistemas públicos de pensiones tienen una larga historia. Sus orí-
genes se remontan a 1889, cuando el gobierno del canciller alemán Bis-
marck introdujo el seguro de vejez dentro de un paquete de seguros socia-
les más amplio pensado para resolver lo que en su momento se denominó 
la “cuestión obrera”, es decir, la amenaza de una revolución socialista que 
acabara con el capitalismo. Uno de sus principales objetivos era ganar a la 
clase obrera para la causa del proyecto de unificación y construcción de la 
nación alemana, proporcionando a los obreros unos ingresos cuando ya no 
pudieran trabajar por edad o invalidez. Es decir, la razón de ser de la Segu-
ridad Social fue la creación de un mecanismo de cohesión y legitimación 
social de la economía de mercado frente a las amenazas de conflicto social. 
Este modelo se fue extendiendo a lo largo de muchos países, al tiempo que 
paulatinamente iban ampliándose también los colectivos y circunstancias 
cubiertas por la Seguridad Social. Muchas son las crisis sociales y econó-
micas que han asolado a Europa desde entonces, pero el reconocimiento 
del derecho a la garantía de rentas cuando ya no se puede trabajar ha sido 
una pieza clave en todos los momentos históricos en los que han tenido 
que establecerse nuevas bases para una convivencia basada en la paz social 
y la prosperidad. Es lo que se denomina el modelo social europeo, que se 
consolida tras la Segunda Guerra Mundial y que ha permitido que las crisis 
económicas habidas desde entonces no fueran tan desgarradoras como en 
el pasado reciente.

En España, el primer seguro de pensiones fue el  Retiro Obrero, in-
troducido en 1921, y la garantía de un sistema de pensiones que propor-
cionara recursos suficientes en la vejez fue también una pieza clave para 
garantizar el éxito de la transición a la democracia, siendo recogido en la 
Constitución. Varios han sido los momentos históricos en los que la viabi-
lidad de la Seguridad Social ha estado puesta en cuestión y así sucede tam-
bién en la actualidad. En los informes sobre la situación social de España 
que hemos venido realizando en la Fundación Encuentro desde 1994, ya 
hemos abordado situaciones similares en dos ocasiones. La primera fue 
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en 1995, antes de que se firmara el Pacto de Toledo, en virtud del cual se 
establecían de forma consensuada entre todos los partidos políticos cuáles 
eran las bases de la protección social y los principios que debían informar 
las reformas destinadas a garantizar su viabilidad futura, plasmados en 
parte en la Ley 24/1997.  La segunda fue en 2010, antes de que se firmara 
el acuerdo tripartito al que llegaron el Gobierno y los representantes de 
la patronal y sindicatos y que se plasmó en la Ley 27/2011, por la que se 
acometieron una serie de reformas, que explicaremos más adelante, para 
adaptar el sistema de pensiones a los desafíos del envejecimiento de la po-
blación. En la actualidad se ha abierto nuevamente el debate debido a que 
desde 2011, pese al aumento de las transferencias del Estado y las reformas 
acometidas, se han registrado déficits que cuestionan la suficiencia de re-
cursos para financiar las pensiones actuales y futuras, sobre todo, teniendo 
en cuenta que a partir de la próxima década se jubilan las generaciones de 
los baby-boomers –los nacidos entre 1955 y 1975–. El debate se centra aho-
ra en discutir sobre la necesidad de dotar a la Seguridad Social de nuevas 
fuentes de financiación que aseguren ingresos suficientes para hacer frente 
a un número creciente de pensiones.

Los desafíos a la sostenibilidad del sistema público de pensiones pro-
ceden, por un lado, de factores estructurales y, por otro, de factores más o 
menos coyunturales. Entre los factores estructurales se encuentran, ante 
todo, el ya conocido proceso de envejecimiento de la población que hemos 
abordado en varios informes, pero también profundos cambios en la diná-
mica familiar. Los factores coyunturales proceden de la crisis económica 
y de sus consecuencias en términos de caída del empleo, aumento de la 
economía sumergida, reducción o congelación de los salarios y aumento 
de la desigualdad social, que redundan en menores ingresos. Veamos cómo 
afectan estos factores a la sostenibilidad de las pensiones, para, a continua-
ción, centrar la atención en las medidas que se han adoptado recientemente 
y en la discusión sobre la viabilidad futura y las reformas que podrían aco-
meterse.

2. Desafíos a la sostenibilidad del sistema de pensiones

2.1 Envejecimiento de la población

La mejora de las condiciones de vida ha hecho que cada vez más per-
sonas vivan durante más tiempo y aumente el número de personas mayores. 
Si la esperanza de vida al nacer en 1900 era de 35 años, en 2013 se situó en 
82,8 años, siendo de 80 años en el caso de los hombres y de 85,6 en el caso de 
las mujeres. Esta mayor longevidad, que es un logro civilizatorio de primer 
orden como no se había logrado nunca en el pasado, se ha traducido lógica-
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mente en un número creciente de personas mayores. Así, si la población de 
65 y más años en 1900 era de casi un millón de personas (967.744), en 1960 
su número se multiplicó por 2,5 y un siglo más tarde se ha multiplicado por 
7. El ritmo de crecimiento disminuye con la entrada en el siglo XXI como 
consecuencia de la menor natalidad y mayor mortalidad durante la Guerra 
Civil y la posguerra, aunque continúa creciendo por el aumento de la espe-
ranza de vida, de forma que en 2014 hay 8.442.427 personas de 65 y más 
años, es decir, casi 9 veces más que en 1900, de las que el 96,4% son de nacio-
nalidad española. Las proyecciones de futuro indican que su número seguirá 
creciendo, aunque ni mucho menos a un ritmo tan vertiginoso. El aumento 
que se espera varía según los supuestos que se realicen sobre la evolución de 
la esperanza de vida y los flujos migratorios. Según las últimas proyecciones 
realizadas por el INE (gráfico 1), se estima que su número continuaría au-
mentando hasta alcanzar un máximo de 16,5 millones en 2052, para dismi-
nuir lentamente después. El ritmo de crecimiento aumentaría gradualmente 
desde el 1,4% anual previsto para el próximo año hasta valores por encima 
del 2% entre 2022 y 2040, como consecuencia fundamentalmente de la entra-
da en la tercera edad de los denominados baby-boomers. En el plazo de unos 
40 años habrá el doble de población mayor que en la actualidad.

Su peso dentro del conjunto de la población total depende de los su-
puestos que se hagan sobre la evolución de la fecundidad y la migración. La 

Gráfico 1 – Proyecciones sobre la evolución del número de personas de 65 y más años. 2014-2064
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experiencia de las últimas décadas evidencia que estas variables fluctúan 
mucho más y son, por tanto, mucho menos previsibles que la incidencia 
de la mortalidad y la correspondiente esperanza de vida. Según las últimas 
estimaciones del INE1, la proporción de población mayor continuará cre-
ciendo desde el actual 18,1% hasta el 38,7% en 2060. Según las últimas es-
timaciones de Eurostat (EUROPOP2013), que se basan en supuestos menos 
pesimistas, dicha proporción sería menor, al alcanzar el 30%, después de 
registrar un máximo del 33,1% en 2050. 

La población en edad de trabajar y, por tanto, de cotizar para finan-
ciar las pensiones, no seguirá la misma pauta. Según la estimación del INE, 
el número de personas de 20 a 64 años disminuirá de 28,8 millones en 2014 
a 19,9 millones en 2060, pasando de representar el 62% al 48% de la pobla-
ción total. Las previsiones de Eurostat son algo más optimistas, pues la pro-
porción de personas de 14 a 64 años se estima que baje del 66,9% al 56,5%.

A efectos del sistema de pensiones, las distintas estimaciones llevan a 
tres grandes conclusiones:

1. El número de personas mayores crecerá a un ritmo muy acentua-
do, sobre todo cuando los baby-boomers entren en la tercera edad a lo largo 
de la tercera década del siglo.

2. La esperanza de vida continuará aumentando, de forma que el pe-
ríodo de vida tras los 65 años se incrementará sistemáticamente. Según el 
INE, los varones ganarán 7,9 años y las mujeres 7,5 años, llegando a vivir 
26,9 y 30,4 años respectivamente después de cumplir los 65 años en 2060. 
Según las estimaciones de Eurostat, este aumento será bastante menor (4,3 
y 3,8 años, respectivamente). En cualquier caso, estos incrementos serán 
mayores que el retraso que se ha introducido en la edad de jubilación. 

3. La población en edad de trabajar disminuirá sistemáticamente, 
salvo que los flujos migratorios y la natalidad vuelvan a crecer con fuerza, 
como lo hicieron en la década previa a la crisis económica, algo que en la 
actualidad no se prevé. Según las estimaciones del INE, la razón entre la 
población mayor de 64 años y la población entre 20 y 64 años, esto es, la tasa 
de dependencia, aumentará desde el actual 29,3% hasta el 81,2% en 2060, 
mientras que según la estimación de Eurostat se llegaría al 58%, tras pasar 
por un máximo del 68%.

Las consecuencias de este proceso de envejecimiento de la población 
se resumen en que crecerá el número de potenciales pensionistas, que co-

1  El INE parte del supuesto de una disminución del número de hijos por mujer desde 
1,27 a 1,22 en 2064, de un aumento de la esperanza de vida de 80 a 90,9 años en el caso de los 
hombres y de 85,6 a 94,3 años en el caso de las mujeres, de una entrada de inmigrantes anuales 
de 332.522, igual en todos los años, y de una disminución de la emigración desde 417.191 a 
245.903 (http://www.ine.es/inebaseDYN/propob30278/propob_resultados.htm).
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brarán la pensión durante más tiempo y que habrá menos cotizantes para fi-
nanciarlas. Como se explicará más adelante, las reformas acometidas en los 
últimos años en España, así como en los demás países de la Unión Europea, 
han afrontado estas tendencias mediante distintos mecanismos, que, dada 
la persistencia de la crisis económica, se evidencian como insuficientes, al 
menos a corto plazo.

2.2 Cambios en la dinámica familiar

La Seguridad Social se ha construido sobre la base del modelo de 
familia denominado tradicional, en virtud del cual la pareja se unía a través 
del matrimonio hasta que uno de los cónyuges falleciera; el hombre era el 
que aportaba el salario mientras que la mujer aportaba el trabajo no remu-
nerado de cuidado de los miembros de la familia y el hogar, al que eventual-
mente se añadía trabajo remunerado considerado como “complementario”, 
generalmente en la economía sumergida. Ésta es la razón de la introducción 
de las pensiones de viudedad, orfandad y a favor de familiares. La regu-
lación de las condiciones de acceso a estas pensiones han ido cambiando 
a lo largo del tiempo. Así, inicialmente el reconocimiento de una pensión 
de viudedad estaba condicionado, entre otras circunstancias, a ser mujer 
y no tener ingresos propios por trabajo, pero al hilo de las distintas refor-
mas este requisito fue suprimido. Con ello se produjo un profundo cambio 
en el significado de la pensión de viudedad, puesto que de ser un derecho 
condicionado a la dependencia económica del marido y a la exclusión del 
mercado de trabajo para dedicarse únicamente a la familia y al hogar, por 
tanto, próxima a la noción de una pensión asistencial, pasó a ser un dere-
cho derivado del derecho a pensión de jubilación del cónyuge fallecido, por 
tanto, una forma singular de derecho a heredar el patrimonio acumulado en 
forma de cotizaciones sociales. 

Como es sobradamente conocido, este modelo de familia ha dejado 
de ser dominante en la sociedad actual, tanto en lo que se refiere a los roles 
de hombres y mujeres en la familia y en el empleo, como, en menor medida, 
en lo que se refiere a las causas de la ruptura conyugal2. Aunque más tardía-
mente que en otros países de nuestro entorno, la proporción de hogares en 
los que ambos cónyuges en edad laboral tienen un empleo o, no teniéndolo, 
buscan activamente uno, ha pasado a ser la situación más frecuente, tanto 
más cuanto más jóvenes son los miembros de la pareja. Así, según datos de 
Eurostat, el porcentaje de mujeres de 25 a 54 años con un empleo aumentó 
del 38,8% al 62,3% entre 1992 y 2014, con un máximo del 65,6% justo antes 
del inicio de la crisis económica en 2007. Si se añaden las mujeres desem-

2  Véase Meil Landwerlin, G. (dir.) (2015): “Familia”, en AA. VV. (2015): España 2015. 
Situación Social. Madrid: Centro de Investigaciones Sociológicas.
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pleadas, esto es, quienes buscan empleo pero no lo encuentran, la tasa de 
actividad ha crecido hasta el 85,3% entre las que tienen de 25 a 44 años y 
hasta el 75,9% entre las que tienen de 45 a 55 años en 2014. Esta compara-
tivamente tardía incorporación al trabajo remunerado de las mujeres, par-
ticularmente de las que son madres, se traduce (en términos agregados más 
allá de las historias individuales) en carreras de aseguramiento más cortas y, 
por los problemas de conciliación de vida familiar y laboral y de discrimina-
ción de género en el empleo, también más irregulares3. En consecuencia, en 
el futuro continuarán aumentando las diferencias en el nivel de vida de las 
mujeres mayores en función de cómo hayan sido estas carreras de asegura-
miento. Habrá mujeres sin derecho a pensión de jubilación, habrá quienes 
combinen pensión de jubilación con pensión de viudedad, habrá quienes 
sólo hayan cotizado durante el período mínimo para tener derecho a pen-
sión y quienes tengan carreras completas, junto a otras muchas situaciones 
intermedias.

Por otra parte, en lo que se refiere al divorcio, prohibido hasta 1981, 
su número ha crecido de forma sistemática, alcanzando un máximo de 
155.475 rupturas (divorcios, separaciones y nulidades) en 2006. En térmi-
nos relativos, representa una proporción por encima de la media comunita-
ria (2,2 frente a 2,0 divorcios por mil habitantes en 2010). La duración me-
dia de los matrimonios disueltos es, no obstante, larga, al situarse en 2013 
en 15,5 años. A pesar de este elevado aumento de las rupturas conyugales, la 
proporción de personas divorciadas/separadas dentro de la población total 
es limitada. La mayor parte de las personas adultas están casadas y, por tan-
to, potencialmente con derecho a pensión de viudedad. Según el Censo de 
Población, el 52,8% de la población de 16 a 64 años estaba casada en 2011 
frente al 6,2% que estaba separada o divorciada.

Otro cambio estrechamente asociado con las transformaciones seña-
ladas de la dinámica familiar y que es altamente relevante para la evolución 
de las pensiones es la caída de la fecundidad. La generalización de la prácti-
ca de la planificación familiar, los problemas para conciliar vida familiar y 
vida laboral y las dificultades económicas que encuentran los jóvenes para 
emanciparse y formar una familia son las principales causas de la baja fe-
cundidad. La consecuencia para el sistema de pensiones de esta caída muy 
por debajo del nivel de reemplazo generacional es una menor disponibili-
dad en el futuro de personas bien formadas en edad de trabajar y cotizar.

Las consecuencias de estos cambios en el funcionamiento del sistema 
de pensiones son diversas. Por una parte, aumentará el número de mujeres 
beneficiarias de pensiones de jubilación y de invalidez y, dado que las ca-

3  Véase Vara Miranda, M. J. (2011): “La desigualdad de género en el sistema público 
de pensiones: El caso de España”, en Tribuna de Economía ICE, n. 859 (pp. 119-139).
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rreras de aseguramiento serán igualmente cada vez más largas, el importe 
medio de estas pensiones también crecerá. Así, entre 2005 y 2014 el aumen-
to anual medio del número de pensiones de jubilación ha sido el doble en el 
caso de las mujeres que en el de los hombres (3,07% frente a 1,59%), aunque 
el aumento del importe medio de la pensión ha sido similar (5,30% frente 
a 5,24% de crecimiento anual), pero muy por encima de la revalorización 
anual de las pensiones (que en 2010, por ejemplo, fue del 2,3%, en 2011 del 
0% y del 1% en 2012, para reducirse al 0,25% con la entrada en vigor del 
índice de sostenibilidad en 2014). En el caso de las pensiones de invalidez, el 
aumento ha sido mayor tanto en términos de número de pensiones (2,41% 
frente 0,76%), como en el importe medio (4,5% frente a 3,16%). Por otra 
parte, el mayor acceso de las mujeres a una pensión propia se traduce tam-
bién en un mayor número de hombres con derecho a pensión de viudedad 
(1,91% de aumento anual medio en el caso de los hombres frente a 0,87% en 
el de las mujeres). Además, como se ha indicado anteriormente, continua-
rán aumentando las desigualdades económicas entre las mujeres mayores 
en función de si han tenido carreras de aseguramiento suficientemente lar-
gas para tener derecho a pensión y –como en el caso de los hombres– de la 
duración y de las cuantías pagadas.

2.3 El impacto de la crisis económica

Como es sabido, antes de la crisis económica que se inicia en 2007, 
la economía española registró una fase de expansión muy fuerte desde me-
diados de la década de 1990. En este período se registró un crecimiento del 
empleo muy elevado, pues el número total de personas empleadas aumentó 
en 8,3 millones, pasando de 12,3 millones en 1993 a 20,6 en 2007, es decir, 
un incremento del 67,4%. Esta circunstancia se tradujo lógicamente en un 
aumento paralelo del número de afiliados a la Seguridad Social, aunque 
no en igual cuantía, debido a la expansión de la economía sumergida. El 
aumento de afiliados registrado en este período fue del 61,1%, alcanzando 
un máximo de afiliados en 2007 de 19,2 millones (gráfico 2). Este aumento 
compensó con creces el sostenido incremento en el número de pensiones 
derivado tanto del envejecimiento de la población como del creciente nú-
mero de mujeres con derecho a pensión de jubilación: mientras el número 
total de pensiones aumentó un 23,2% en el período, el de las pensiones de 
jubilación lo hizo en un 56,1% (gráfico 3). En consecuencia, y unido a las 
reformas acometidas a partir de 1995 para frenar el crecimiento del gasto, 
la situación de crisis financiera que discutimos en nuestro informe de 1995 
se resolvió durante la década de 1990 y desde 1999 hasta 2007 la Seguridad 
Social registró un superávit creciente.

A partir de 2007, sin embargo, el empleo disminuyó de forma con-
tinuada y sistemática hasta 2013, perdiéndose 3,44 millones de empleos 
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Gráfico 2 – Evolución del número de personas ocupadas y de afiliados a la Seguridad Social. 1992-2014
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Gráfico 3 – Evolución del número de pensiones, según tipo de pensión. 1981-2013
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y 2,94 millones de afiliados, lo que supone una disminución del 16,7% y 
15,3%, respectivamente. El número de pensiones, sin embargo, no dejó de 
crecer, al aumentar en el período un 9,7% el total de pensiones y un 12,6% 
las de jubilación. En consecuencia, y a pesar de las reformas introducidas 
para hacer frente a las consecuencias del envejecimiento y del aumento en 
las transferencias del Estado para asumir íntegramente los componentes no 
contributivos del sistema, el superávit se torna en déficit creciente a partir 
de 2011 (gráfico 4).

Otro de los factores que contribuye también de forma significativa 
a reforzar el desequilibrio financiero de la Seguridad Social es el desigual 
ritmo de crecimiento de las bases de cotización media y, en particular, de 
los salarios y el importe medio de las pensiones. Así, mientras la media de 
sueldos y salarios anuales, dentro del coste anual salarial, ha permanecido 
prácticamente estable alrededor de 22.500 euros desde 2009 a 20144, el 
importe medio de las pensiones en vigor ha crecido a una media anual del 

4  INE, Encuesta Anual de Coste Laboral, disponible en www.ine.es

Gráfico 4 – Evolución del superávit / déficit de la Seguridad Social. En % sobre PIB. 2001-2015
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3,2% para el conjunto de pensiones y del 3,5% en el caso de las pensiones 
de jubilación.

La falta de ingresos suficientes y la correspondiente necesidad de ha-
cer frente a los pagos ha obligado a partir de 2011 a recurrir al Fondo de 
Reserva creado en 2001. Si en el momento de mayor expansión del Fondo 
llegó a representar el 6,2% del PIB, en 2014 ya sólo representaba el 3,9% 
(gráfico 5). Las previsiones para el presente año establecen un menor re-
curso al Fondo, pero en cualquier caso evidencian los escasos márgenes de 
maniobra que tiene la Seguridad Social si no se produce un aumento sus-
tancial y continuado del número de cotizantes y de las bases de cotización.

La recuperación del empleo que se registra después de 2013 invierte 
las tendencias, pero es insuficiente para garantizar el equilibrio entre in-
gresos y gastos. Ello es debido principalmente, por una parte, al limitado 
aumento del número de afiliados y a la continuación en el incremento del 
número de pensiones y en particular las de jubilación, y, por otra, a que en 
2013 concluyó el período de paulatina asunción por parte de los presupues-
tos del Estado de los costes de las prestaciones no contributivas y de com-
plemento de mínimos, por lo que, en principio, no son esperables aumentos 
sustanciales en las transferencias públicas. 

Gráfico 5 – Evolución del Fondo de Reserva de la Seguridad Social. En millones de euros y en porcentaje 
sobre el PIB. 2000-2014
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3.  Reformas, proyecciones y perspectiva de futuro del sistema 
de pensiones

3.1  Reformas acometidas en los últimos años para hacer frente a 
los desafíos del envejecimiento

Para hacer frente a los desafíos a la viabilidad del sistema derivados 
del envejecimiento de la población y presionados por la Comisión Europea, 
los dos últimos Gobiernos aprobaron una serie de reformas de gran calado, 
que desarrollan algunas de las recomendaciones incluidas en el Pacto de 
Toledo de 1995 y que afectan tanto a las prestaciones como a los ingresos. 
Una de las principales reformas acometidas es la que se ha materializado en 
la Ley27/2011, que recoge el acuerdo tripartito al que llegaron el Gobierno y 
los representantes de la patronal y sindicatos. Esta ley tiene como objetivo 
principal reforzar el carácter contributivo del sistema y ampliar los ingresos 
alargando las carreras de aseguramiento y estableciendo una clara separa-
ción en las fuentes de financiación entre las que corresponde financiar con 
cotizaciones (las prestaciones contributivas) y las que corresponde finan-
ciar mediante transferencias del Estado (las prestaciones no contributivas, 
que incluyen tanto las pensiones no contributivas como los complementos a 
mínimos de las pensiones contributivas). La segunda de las reformas, muy 
criticada por la manera en la que se acometió (prescindiendo de un am-
plio consenso) y por su contenido, es la Ley 23/2013 reguladora del factor 
de sostenibilidad, que concreta la forma que toma este instrumento para 
adaptar el importe de las pensiones a la evolución de la esperanza de vida 
(distinguiendo entre un multiplicador menor de 1 denominado Factor de 
Equidad Intergeneracional a aplicar a la fórmula de cálculo de la pensión y 
el denominado Factor de Revalorización Anual) y adelanta su aplicación de 
2027 a 2019 y 2014, respectivamente. Junto a estas medidas se han acome-
tido otras para incrementar los ingresos y mejorar la protección de determi-
nados colectivos.

En concreto, los principales cambios para hacer frente al desafío 
del envejecimiento y frenar el ritmo de crecimiento del gasto son los si-
guientes:

Se ha incrementado, de forma gradual desde 2013, la edad legal 
de jubilación desde los 65 a los 67 años, siendo ésta la vigente a partir de 
2027, salvo para aquellas personas que hayan cotizado 38 años y 6 meses 
o más, que podrán jubilarse a los 65 años. Esta medida sigue las reformas 
acometidas en muchos países de la OCDE, en los que la edad legal de jubila-
ción de hombres y mujeres se ha igualado y/o se ha extendido gradualmente 
hasta los 67 años (Reino Unido, Francia, Alemania o Australia, entre otros 
muchos). Algunos países han ido incluso más allá, al vincular la edad de 
jubilación a la evolución de la esperanza de vida, tal como se recomienda en 
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el Libro Blanco de la Comisión Europea; es el caso de Dinamarca, Grecia, 
Hungría o Italia, y,  fuera de la Unión Europea, de Corea y Turquía5.

La edad mínima de jubilación anticipada también se ha incremen-
tado de forma gradual, endureciéndose las condiciones con respecto a la 
legislación anterior. Se establece un adelantamiento máximo de 2 años res-
pecto a la edad legal de jubilación si la prejubilación es voluntaria y de 4 
años si es involuntaria y consecuencia de una reestructuración empresarial. 
Se endurecen los requisitos al exigir mayores períodos de cotización mínima 
(35 y 33 años respectivamente) y graduar el coeficiente reductor de la pen-
sión según unos períodos de cotización previa más amplios. Se mantienen, 
no obstante, unas condiciones más favorables para determinados trabajos y 
circunstancias (trabajadores de la minería, personal de vuelo, ferroviarios y 
otros). Esta medida es coherente con el retraso en la edad legal de jubilación 
y, por tanto, con las reformas acometidas en todos los países para alargar las 
biografías laborales y los períodos de cotización.

Se ha incrementado también de forma gradual el período de co-
tización exigido para tener derecho a un 100% de la base reguladora, que 
pasa de 35 años a 37 años en 2027. Se mantiene, no obstante, el requisito de 
que con 15 años de cotización se tiene derecho al 50% de la base reguladora 
(siempre que se cumplan determinados requisitos como, entre otros, estar 
en situación de alta o asimilada en el momento de la jubilación y haber coti-
zado al menos dos años en los quince previos a la jubilación). La ampliación 
del período de cotización exigido significa que lo que se recibe por cada año 
cotizado por encima de 15 es menos que antes de la reforma.

El período de cotización considerado para calcular la base regula-
dora sobre la que se aplican los correspondientes porcentajes ha aumentado 
gradualmente desde los 15 años previos a la jubilación hasta los 25 años 
anteriores a partir de 2022. Dado que las bases reguladoras se actualizan en 
función de la inflación registrada y no de la evolución de los salarios, esta 
ampliación implica, en general, reducirlas y, por tanto, una pensión menor. 
En la mayor parte de los países de la Unión Europea se ha pasado a consi-
derar toda la carrera de aseguramiento, mientras que en algunos se permite 
seleccionar aquellos años con cotización más alta.

Para el cálculo de la pensión se ha introducido, con aplicación a 
partir de 2019, lo que se denomina un “factor de sostenibilidad”. Este fac-
tor sólo se aplica a la pensión de jubilación y busca un ajuste automático a 
la evolución de la esperanza de vida. Se calcula considerando la variación 
interanual (considerando un período de cinco años previos a su aplicación) 
de la esperanza de vida a los 67 años. Este factor se revisará cada cinco años 
y arroja un valor inferior a 1, de forma que el importe de la pensión será 

5  OECD (2013): Pensions at a Glance 2013: OECD and G20 Indicators. OECD Publish-
ing. Disponible en http://dx.doi.org/10.1787/pension_glance-2013-en
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menor del que correspondería sin la aplicación del factor de sostenibilidad. 
Factores de sostenibilidad ligados a la esperanza de vida han sido introdu-
cidos también en otros países como Alemania, Italia, Noruega, Suecia o 
Portugal, entre otros.

El factor de sostenibilidad no sólo se materializa en un índice que 
se debe aplicar en el cálculo de la pensión inicial, sino que también se ha 
introducido para el cálculo de la revalorización anual del importe de las 
pensiones. Este nuevo índice será de aplicación no sólo a las nuevas pensio-
nes que se reconozcan a partir de 2019, sino a todas las pensiones en vigor, 
independientemente del tipo de pensión y del año en que fue reconocida 
por primera vez. Así, desde enero de 2014 se ha sustituido la revalorización 
anual según el índice de inflación previsto, por un índice de revalorización 
anual calculado en función de la evolución de los ingresos, del número de 
pensiones y del gasto del sistema de la Seguridad Social, según una fórmula 
fija y con la restricción de que en ningún caso la revalorización podrá ser 
inferior al 0,25%, ni superior al IPC más 0,5%. Los efectos sobre el ritmo de 
crecimiento del gasto se han hecho evidentes inmediatamente y, así, en 2014 
el importe medio de todas las pensiones ha crecido un 1,7% frente a valores 
por encima del 3% en los años previos, en un contexto además en el que la 
inflación ha sido negativa o muy baja y el importe medio de los sueldos y 
salarios ha permanecido más o menos estable. 

Las reformas acometidas para adaptarse a los cambios familiares no 
han sido de gran calado, pero sí se han producido algunos cambios en el 
proceso de individualización de los derechos que es preciso destacar, sobre 
todo, en el ámbito de compensación parcial de los costes laborales de la ma-
ternidad y de las dificultades para conciliar vida familiar y laboral:

Ya en el Informe España 2010 referimos cómo en los casos de di-
vorcio o separación judicial, se reconoce a partir de 2008 el derecho a per-
cibir pensión de viudedad si el cónyuge fallecido tenía obligación de pagar 
una pensión compensatoria al excónyuge (requisito que no se exige cuando 
hubiese sido víctima de violencia de género o cuando la ruptura se hubiese 
producido antes de 2008 y se reúnan una serie de requisitos) y siempre que 
no haya contraído nuevo matrimonio o conviva de hecho. Si mediando 
divorcio existe concurrencia de beneficiarios con derecho a pensión, ésta 
se reconoce en cuantía proporcional al tiempo vivido con cada uno de los 
cónyuges, garantizándose, en todo caso, el 40% a favor del cónyuge o pare-
ja superviviente con derecho a pensión de viudedad. También se reconoce 
derecho a pensión de viudedad en casos de unión de hecho registrada o 
recogida en documento público, siempre que haya sido registrada con dos 
años de antelación al fallecimiento, hubiera convivencia notoria y estable 
al menos durante cinco años previos al fallecimiento e ingresos menores 
de un umbral determinado, que varía según distintas circunstancias de la 
pareja.
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La ley 27/2011 ha introducido algunas modificaciones en la regula-
ción de las pensiones de supervivencia que tienden a mejorar la protección 
en determinadas situaciones de necesidad, por lo que, en el contexto del 
reforzamiento del carácter contributivo de las prestaciones, estos cambios 
apuntan hacia cierta asistencialización de estas prestaciones, sin llegar ni 
mucho menos a configurarlas como prestaciones asistenciales. En concreto, 
se mejora la acción protectora de la pensión de viudedad en los beneficia-
rios mayores de 65 años para los que esta pensión sea su principal fuente de 
ingresos, aumentando el porcentaje a aplicar a la base reguladora del 52% al 
60% de forma gradual en ocho años a partir del 1 de enero de 2012.

La ley 27/2011 también aumenta la protección de las medidas de 
conciliación de vida familiar y laboral que han venido desarrollándose de 
forma bastante tímida en las últimas décadas. Así, se ha incrementado en 
los casos de excedencia (por nacimiento o adopción de hijos o acogimiento 
familiar de menores) el período reconocido como efectivamente cotizado. 
En concreto, se amplía de dos a tres años el período reconocido como de 
cotización efectiva de aquellos trabajadores que se encuentren en situación 
de excedencia por este motivo, calculándose la base reguladora como la 
media de la cotización de los seis meses previos al inicio del período de 
excedencia. No se produce, sin embargo, un aumento equivalente en los 
casos de excedencia por cuidado de familiares hasta segundo grado depen-
dientes (sigue siendo sólo un año, aunque se tiene derecho a dos años de 
excedencia), ni tampoco en los casos de reducción de jornada, en que los 
dos primeros años en el caso de cuidado de niños (se tiene derecho hasta 
el octavo cumpleaños) y el primer año en el caso de cuidado de familiares 
adultos dependientes (se tiene derecho a dos años) se computan como si se 
hubiese cotizado al 100%. 

Una importante novedad que incluye la referida ley es la compen-
sación en términos de cotización en aquellos casos en los que la maternidad 
conlleva el abandono del mercado de trabajo, ya sea voluntaria o involunta-
riamente. Así, se computará a todos los efectos (salvo a efectos de cómputo 
del período mínimo de cotización) como período cotizado aquel de inte-
rrupción de la cotización derivado de la extinción de la relación laboral o de 
la finalización del cobro de prestaciones de desempleo producidas entre los 
nueve meses anteriores al nacimiento, o los tres meses anteriores a la adop-
ción o acogimiento permanente y la finalización del sexto año posterior a 
dicha situación. La duración de este cómputo como período cotizado será 
de 112 días por cada hijo o menor adoptado o acogido, incrementándose 
paulatinamente hasta 270 días por hijo en el año 2019, sin que en ningún 
caso pueda ser superior a la interrupción real de la cotización y supere por 
todos los hijos los cinco años por beneficiario. Este beneficio sólo se reco-
nocerá a uno de los progenitores y en caso de controversia entre ellos se 
otorgará el derecho a la madre.
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En el marco de un plan de apoyo a las familias y concebida como 
medida de incentivo a la natalidad, el Gobierno ha anunciado que a partir 
de 2016 se incrementarán las pensiones de jubilación de las mujeres que 
hayan tenido dos hijos en un 5%, en un 10% cuando hayan tenido tres y en 
un 15% cuando hayan tenido más hijos. De forma claramente discriminato-
ria, y según lo anunciado, no está prevista la misma medida en los casos de 
pensiones de viudedad, ni para aquellas que se hubieran jubilado antes de 
la entrada en vigor de la medida. 

Este conjunto de medidas puede interpretarse no sólo en términos 
de compensación de los costes derivados de las dificultades para conciliar 
vida familiar y laboral, sino también cabe interpretarlos como el recono-
cimiento de la cotización demográfica que realizan quienes tienen hijos y 
contribuyen con ello a la sostenibilidad futura del sistema, en la medida en 
la que no sólo tienen hijos, sino que también los educan y preparan para 
desempeñar una profesión y ser futuros cotizantes.

Otras medidas para mejorar las fuentes de financiación que pueden 
destacarse son:

Se ha simplificado el sistema de Seguridad Social integrando a los 
trabajadores agrarios por cuenta ajena y a los trabajadores domésticos en el 
Régimen General, así como a los que lo son por cuenta propia en el Régimen 
de Trabajadores Autónomos, igualando las bases y tipos de cotización entre 
los regímenes. Al mismo tiempo, se han incrementado los límites máximos 
de cotización (desde 2011 han crecido un 11,6%) y se han introducido nue-
vos conceptos de cotización. Todo ello contribuye a aumentar los ingresos 
del sistema.

3.2 Las proyecciones de futuro de la Unión Europea

La Unión Europea publica periódicamente una proyección sobre la 
sostenibilidad de los sistemas de protección social en el futuro. En nuestro 
análisis sobre la situación del sistema de pensiones en 2010 recogimos las 
proyecciones realizadas en 2009, que dibujaban un horizonte muy pesimis-
ta. Según dicha proyección, basada en la legislación vigente en ese momen-
to y en una serie de supuestos que recogimos en nuestro informe, el peso 
de las pensiones en el conjunto de la economía aumentaría en 6,7 puntos 
porcentuales entre 2007 y 2060, pasando de representar el 8,4% del PIB al 
15,1%, por lo que se urgía a realizar profundas reformas estructurales. En 
2015 se ha publicado una nueva proyección6 que dibuja un horizonte mu-

6  Comisión Europea (2015): The 2015 Ageing Report. Luxemburgo: Dirección General 
de Asuntos Económicos y Financieros. Disponible en http://ec.europa.eu/economy_finance/
publications/
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cho más asumible y poco dramático a largo plazo, siempre que se cumplan, 
claro está, los supuestos sobre los que se basa dicha proyección.

Desde el lado demográfico, como ya se ha indicado más arriba, la pro-
yección (EUROPOP2013) es menos pesimista en lo que se refiere al grado 
de envejecimiento de la población que la realizada por el INE. En la versión 
media, se parte del supuesto de que la esperanza de vida a los 65 años au-
mentará entre 2013 y 2060 en 6 años en el caso de los hombres y en 4,8 en 
el caso de las mujeres, mientras que el número medio de hijos por mujer 
aumentará lentamente en un total de 0,2 hijos y el saldo migratorio se in-
crementará en poco más de medio millón, siendo negativo hasta mediados 
de la próxima década, para crecer después paulatinamente hasta 2050 y 
disminuir a continuación. Sobre estos supuestos se prevé que la tasa de de-
pendencia se duplicará, pasando del 29% al 58%. Desde el punto de vista del 
empleo, se parte del supuesto de que la tasa de empleo aumentará en 20,7 
puntos porcentuales (población 20 a 64 años), primero de forma significa-
tiva hasta 2025 y más paulatinamente hasta 2050, pasando de representar 
el 58,3% en 2013 hasta el 79%. El PIB se supone que crecerá a una media 
del 1,4%.

Bajo estos supuestos, y tomando como base la legislación vigente en 
diciembre de 2014, la proyección que se realiza es que el peso de las pen-
siones en la economía disminuirá a largo plazo en 0,8 puntos porcentuales, 
pasando de representar el 11,8% en 2013 hasta el 11% en 2060 (gráfico 6) y 
manteniéndose bastante por debajo del nivel que se proyecta para las gran-
des economías de la Unión Europea (Francia 12,1%, Alemania 12,7% e Ita-
lia 13,8%). Se proyecta un ligero descenso hasta el 11,2% en 2025, para 
aumentar a medida que las generaciones del baby-boom van incorporándo-
se a la tercera edad hasta alcanzar el 12,5 % en 2045 y disminuir después. 
Durante el período se proyecta también que el número de cotizantes por 
cada 100 pensionistas disminuya sustancialmente y de forma sistemática, 
aunque lentamente hasta 2030, de los 191,1 actuales (casi dos por cada pen-
sionista) a 133,6 al final del período. En estas circunstancias, el aumento 
del número de pensionistasy el mantenimiento del peso relativo de la renta 
que se redistribuye a los mayores sólo es posible si se compensa, entre otros 
factores, mediante una reducción de la cobertura antes de la jubilación y 
una reducción de la tasa de sustitución del salario por la pensión. De he-
cho, la proyección sobre la evolución de la tasa de sustitución de la pensión 
sobre el salario percibido se proyecta que descienda gradualmente desde el 
79% actual hasta el 48,6% en 2060. Esta pérdida del poder adquisitivo de 
las pensiones se podría ver compensada por el hecho de que una proporción 
cada vez mayor de mayores en pareja disfrutaría de dos pensiones de jubila-
ción y las personas viudas del complemento a su pensión de jubilación que 
representaría la pensión de viudedad. A pesar de ello, aumentaría el riesgo 
de pobreza en aquellos casos en los que la pareja de mayores no tuviera 
derecho a dos pensiones de jubilación o éstas fueran muy bajas y, en los 
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casos de viudedad, cuando la pensión propia no pudiera completarse con 
una pensión de viudedad.

3.3 Perspectivas de futuro

A pesar de estas reformas, en parte porque todavía no han dado todos 
sus frutos, pero fundamentalmente por la caída del empleo y la tímida re-
cuperación del número de cotizantes, al tiempo que el número de pensiones 
continúa creciendo inexorablemente y el importe de las nuevas altas es muy 
superior al de las bajas, la situación financiera actual, como se ha visto, se 
evidencia como negativa. Las perspectivas de futuro a corto plazo no apa-
recen como especialmente alarmantes, pues además de la recuperación del 
empleo, todavía hay fondos de reserva para compensar los déficits durante 
un limitado período de tiempo. La urgencia de una reforma de gran calado, 
similar a las que se han acometido en los últimos años, depende fundamen-
talmente de si hay recuperación sostenida en el tiempo del empleo y de las 
características del mismo. En la medida en la que el número de cotizantes 
crezca y aumente el nivel de salarios para compensar el aumento sistemático 
del número de pensionistas y del importe medio de las pensiones, la viabi-
lidad del sistema estará garantizada. En este sentido, la relación de número 

Gráfico 6 – Proyección de la evolución de los gastos en pensiones. En porcentaje sobre el PIB. 2013-2060
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de afiliados por cada pensionista tiene que subir del actual 1,8 hasta valores 
aproximadamente por encima de 2. La proyección que ha realizado la Co-
misión Europea, y que hemos reproducido en el epígrafe anterior, evidencia 
que si el empleo crece al ritmo previsto, junto con los demás supuestos, no 
tiene por qué haber problemas estructurales en cuanto a la sostenibilidad, 
aunque sí pueden darse a largo plazo en cuanto a la suficiencia de las pen-
siones. Si no se produce la recuperación del número de cotizantes, entonces 
habrá que aumentar los ingresos principalmente vía mayores transferencias 
de los presupuestos generales del Estado, tipos de cotización más altos o 
mayores recortes en los importes de las pensiones.

Como consecuencia del sostenido déficit de la Seguridad Social, se 
viene planteando desde distintos actores sociales la necesidad de abrir un 
debate profundo en torno a la posibilidad de estudiar vías alternativas de 
financiación del sistema que contribuyan a su sostenibilidad y suficiencia. 
Ésta es la postura del Consejo Económico y Social; su homólogo europeo 
también se ha pronunciado en la misma línea7. El Gobierno y los agentes 
sociales también lo han hecho en distintos medios. Las propuestas que se 
han apuntado parten todas de la necesidad de mantener, cuando no incre-
mentar, el carácter contributivo del sistema, y reclaman, no una reducción 
del ritmo de crecimiento del gasto (y, por tanto, una mayor reducción de las 
prestaciones), sino un aumento de los ingresos. Para lograr este aumento no 
se plantea un incremento de las cuotas a pagar, sino una mayor implicación 
del Estado en la financiación de las pensiones, aumentando las transferen-
cias sobre la base de una redefinición de lo que constituyen prestaciones no 
contributivas del sistema, o las que también se denominan “cargas indebi-
das”. En concreto, las medidas que se han señalado son:

Que los gastos de gestión del sistema de Seguridad Social sean fi-
nanciados mediante transferencias del Estado.

Que los incentivos al empleo a través de reducción o exención de 
cuotas a la Seguridad Social no se financien con cargo al sistema, sino con 
cargo a los presupuestos generales del Estado, pues constituyen una medida 
de política de empleo.

Que las prestaciones por riesgo durante el embarazo y la lactancia, 
así como las prestaciones por cuidado de menores afectados por cáncer u 
otras enfermedades graves sean financiadas también con cargo a impues-
tos, por considerarse que corresponden a la esfera no contributiva. Aunque 
no se ha indicado nada al respecto, lo mismo cabría señalar en relación con 
las medidas de “cotización demográfica” que hemos señalado más arriba, 

7  Consejo Económico y Social (2015): Memoria sobre la situación socioeconómica 
y laboral, España 2014. Madrid (disponible en http://www.ces.es/memorias) y Dictamen del 
Comité Económico y Social Europeo sobre el «Libro Blanco-Agenda para unas pensiones 
adecuadas, seguras y sostenibles» [COM(2012) 55 final] (2012/C 299/21)
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esto es, al cómputo como cotizado de los años de excedencia por cuidado de 
menores o familiares a cargo, así como en aquellos casos en los que la ma-
ternidad conlleva el abandono voluntario o involuntario del empleo. Tam-
bién sería extensible, si se materializa, al aumento de la pensión en función 
del número de hijos habidos, porque ya se consideren como un incentivo a 
la natalidad, o como una compensación por los costes en la carrera laboral 
de las dificultades de conciliar vida familiar y laboral, estas circunstancias 
no guardan relación con el carácter contributivo cada vez más marcado que 
se otorga a las pensiones.

La propuesta de mayor calado y también la que se ha formulado 
con mayor ambigüedad es la que se refiere a que las pensiones de muerte y 
supervivencia, más allá del complemento a mínimos, sean financiadas total 
o parcialmente también mediante transferencias del Estado, pues combi-
nan elementos contributivos con no contributivos o asistenciales. Si se con-
sidera que el requisito de demostración de insuficiencia de recursos propios 
es lo que confiere a las prestaciones el carácter asistencial, las pensiones a 
favor de familiares tienen un componente claramente asistencial, pues los 
requisitos que se exigen para su reconocimiento incluyen, entre otros, care-
cer de medios de subsistencia propios y haber convivido y dependido econó-
micamente del causante. Más cuestionable es la pensión de orfandad, sobre 
todo en los casos en los que los beneficiarios son menores de edad,  pues en 
los demás casos se exige ausencia de ingresos propios por debajo del salario 
mínimo (para los menores de 25 años) o incapacidad permanente absoluta 
y tienen, por tanto, un componente asistencial bastante claro. El número de 
pensiones de orfandad reconocidas por estas circunstancias es significativo 
y creciente, pues la proporción de beneficiarios mayores de 25 años se sitúa 
alrededor del 45% del total de pensiones (134.433 en 2014). En el caso de la 
pensión de viudedad, los componentes asistenciales guardan relación con el 
derecho a pensión de viudedad en caso de matrimonio de duración inferior 
a un año, divorcio, convivencia no matrimonial o contraer nuevo matrimo-
nio, así como con el aumento del porcentaje aplicable a la base reguladora 
del 52%, aplicable con carácter general, al 70%. El pago único de “auxilio 
por defunción” (46,50 euros en la actualidad) también podría considerarse 
como una prestación no contributiva, al no graduarse en función de la ca-
rrera de aseguramiento.

La financiación con cargo a los presupuestos generales del Estado de 
todo el gasto en pensiones por muerte y supervivencia, sin diferenciar los 
componentes contributivos y no contributivos, no tiene excesivo sentido, 
pues cuestionaría la razón y legitimidad de estas prestaciones, al menos 
en su forma actual. Si se pagan a través de impuestos, ¿por qué excluir 
a quienes no cumplen determinados requisitos de cotización, tales como 
alta, asimilados al alta, cotización previa, entre otros? ¿No deberían tener 
entonces también todas las viudas y los viudos derecho a una pensión, inde-
pendientemente de que cumplan estos requisitos o no? Y si esta pensión es 
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para compensar la pérdida de ingresos por la muerte del otro cónyuge, ¿por 
qué no debería de tomarse en consideración también en los casos de divor-
cio cuando no se pagan las pensiones compensatorias o por alimentos? Si 
estas pensiones se financian en su totalidad mediante impuestos, ¿por qué 
el criterio de determinación del importe de la pensión de viudedad debería 
continuar estando condicionado a la carrera de aseguramiento previa?, ¿no 
sería más coherente con el carácter redistributivo de los impuestos que se 
reconocieran en función de una situación de necesidad demostrada?, ¿no 
habría que convertirlas en pensiones asistenciales?

El mantenimiento de un sistema público de pensiones es un aspecto 
básico y fundamental de la distribución de la renta y de la cohesión social. 
Garantizar su viabilidad, como se ha venido haciendo en las sucesivas re-
formas, sobre todo a través de un amplio consenso social, es clave para la 
calidad de vida de todos los grupos de población y para la paz social. 

4.  Indicadores de seguimiento del sistema público  
de pensiones

Tabla 1 – Evolución del porcentaje del PIB dedicado al pago de pensiones (sistemas públicos y privados/
ocupacionales). Selección de países de la UE. 2002-2012

2002 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

Zona euro-18 12,7 12,4 12,2 12,4 (p) 13,5 (p) 13,5 (p) 13,5 (p) 13,8 (p)

Bulgaria : 7,2 6,9  7,0  8,8  9,2  8,7  8,5

Dinamarca 10,7 10,7 12,4 12,5 13,8 13,8 14,3 14,5

Alemania 13,4 13,0 12,4 12,4 13,3 12,8 12,3 12,3 (p)

Grecia (p) 11,8 12,1 12,3 12,7 13,5 13,9 14,9 17,5 

España 9,3 8,9 9,2  9,5 10,4 11 (p) 11,4 (p) 12 (p)

Francia 13,0 13,1 13,1 13,4 14,7 14,8 14,9 15,2 (p)

Italia 14,5 14,6 14,5 14,9 16,0 16,0 16,1 16,6 (p)

Holanda 12,7 12,3 12,1 12,0 12,8 12,9 13,0 13,4 (p)

Austria 14,4 14,0 13,8 14,0 15,0 15,0 14,8 15,0

Polonia 13,7 12,4 11,5 11,5 12,4 11,9 11,4 11,1 (p)

Portugal 10,9 12,6 12,6 13,2 14,1 14,2 14,8 14,8

Rumania 6,7 6,0 6,4  7,6  9,4  9,4  9,2  8,8

Finlandia 10,9 11,1 10,8 10,8 12,6 12,7 12,5 13,0

Suecia 11,4 11,7 11,4 11,8 12,9 12,0 11,7 12,0

Reino Unido 10,7 10,6 10,3 10,7 11,8 11,8 11,8 12,3 (p)

(p) Previsión 
Fuente: Eurostat.
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Tabla 2 – Evolución del balance de ingresos y gastos y de la estructura de ingresos de la Seguridad 
Social. 2002-2015 

Millones de euros 
de superávit/déficit % PIB Cotizaciones Sociales 

s/ ingresos %
% Transferencias 

Corrientes s/ingresos

2002 6.847,83 0,89 88,21 9,62

2003 8.608,45 1,10 92,58 5,19

2004 8.911,74 1,06 92,43 5,23

2005 10.383,81 1,14 92,27 5,14

2006 12.710,41 1,29 91,84 5,12

2007 14.672,55 1,39 91,60 5,33

2008 14.553,27 1,34 90,11 5,76

2009 8.826,03 0,84 88,95 7,15

2010 2.444,05 0,23 87,02 7,15

2011 -487,30 -0,05 87,37 6,92

2012 -5.812,79 -0,55 82,06 7,46

2013 -8.725,36 -0,83 77,03 12,34

2014 (pto) -9.744,91 -1,10 78,02 9,89

2015 (pto.) -6.444,39 -0,60 80,70 9,69

Nota: En 2013, el Estado asume la financiación de la totalidad de las prestaciones no contributivas y del comple-
mento de mínimos, dando por finalizado el proceso de separación de las fuentes de financiación. Las transferen-
cias corrientes están integradas principalmente por transferencias del Estado.
Fuente: Instituto Nacional de la Seguridad Social, Informe económico financiero del Presupuesto 2015.

Tabla 3 – Evolución de la afiliación por sexo y de la razón afiliados/pensiones. 1995-2014

Pensiones

 Nro. de Varones Mujeres Varones
/ mujeres

Nro. de 
pensiones pensiones

1995 12.293.553 7.899.958 4.265.926 1,85 7.026.800 1,75

2000 15.236.218 9.416.641 5.774.702 1,63 7.644.320 1,99

2005 18.156.182 10.674.316 7.481.307 1,43 8.099.910 2,24

2006 18.770.259 10.946.347 7.823.697 1,40 8.227.243 2,28

2007 19.195.755 11.065.429 8.130.146 1,36 8.334.316 2,30

2008 18.305.613 10.267.407 8.038.188 1,28 8.464.342 2,16

2009 17.640.018 9.735.975 7.903.998 1,23 8.604.119 2,05

2010 17.478.095 9.558.969 7.919.063 1,21 8.739.732 2,00

2011 17.111.792 9.256.309 7.855.406 1,18 8.866.277 1,93

2012 16.332.488 8.761.922 7.570.475 1,16 8.999.045 1,81

2013 16.258.042 8.686.303 7.571.654 1,15 9.145.966 1,78

2014 16.651.884 8.889.064 7.762.792 1,15 9.270.942 1,80

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social, Estadísticas. 
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Tabla 4 – Evolución del número de pensiones contributivas por tipo de pensión. 1981-2014

Incapacidad 
permanente Jubilación Viudedad Orfandad Favor 

familiares TOTAL

1981 1.094.253 2.254.744 1.086.615 143.665 19.876 4.599.341

1985 1.455.375 2.461.898 1.281.760 155.194 22.812 5.377.118

1990 1.578.176 2.837.862 1.566.417 163.864 26.429 6.172.748

1995 1.675.906 3.305.303 1.833.913 168.897 42.781 7.026.800

2000 791.392 4.520.895 2.027.193 260.684 44.156 7.644.320

2005 845.960 4.770.504 2.182.229 261.526 39.691 8.099.910

2010 936.895 5.193.107 2.300.877 271.182 37.671 8.739.732

2011 942.883 5.289.994 2.319.204 275.993 38.203 8.866.277

2012 943.021 5.391.504 2.331.726 294.827 37.967 8.999.045

2013 933.433 5.513.570 2.345.901 315.013 38.049 9.145.966

2014 929.568 5.611.105 2.355.965 335.637 38.667 9.270.942

Nota: La fuerte caída en el número de pensiones de invalidez entre 1995 y 2000 se debe a que, a partir de 1997, 
cuando el pensionista cumple 65 años, la pensión de invalidez se sustituye por una de jubilación.
Fuente: Instituto Nacional de la Seguridad Social, eSTADIS.

Tabla 5 – Porcentaje de variación del número de pensiones contributivas por tipo de pensión. 2005-2014

Incapacidad 
permanente Jubilación Viudedad Orfandad Favor 

familiares
Todas las 
pensiones

2005 2,17 1,27 1,38 -1,45 -2,28 1,28

2006 3,24 2,80 1,43 -0,95 -2,37 2,33

2007 3,37 1,12 1,30 -0,80 -2,14 1,33

2008 2,03 1,51 1,10 0,50 -1,26 1,41

2009 1,55 2,07 0,91 1,84 -0,19 1,68

2010 1,40 2,02 0,87 1,80 -0,14 1,63

2011 0,51 2,06 0,84 1,57 0,58 1,55

2012 0,51 1,60 0,59 4,44 0,86 1,30

2013 -0,86 2,28 0,57 6,96 -1,34 1,63

2014 -0,61 1,97 0,52 6,79 1,65 1,49

Fuente: Instituto Nacional de la Seguridad Social, eSTADIS.
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Tabla 6 – Evolución del importe mensual medio de la pensión contributiva según tipo. 1981-2014

 Incapacidad 
permanente Jubilación Viudedad Orfandad Favor 

familiares TOTAL

1981 113,90 117,39  75,73  69,67  89,96 105,10

1985 185,47 196,28 114,81 107,36 133,10 171,10

1990 283,82 307,67 188,57 157,79 190,36 266,87

1995 403,15 443,26 272,85 205,15 203,55 382,03

2000 542,59 538,68 332,91 200,27 248,61 471,30

2005 702,49 688,17 454,75 271,13 354,01 611,68

2010 854,01 892,38 574,13 351,09 462,09 785,83

2011 873,21 923,06 588,72 360,34 473,68 810,85

2012 890,96 955,41 603,87 365,30 488,24 836,27

2013 910,37 987,48 619,76 369,68 503,83 862,00

2014 918,29 1007,69 626,12 368,01 510,91 876,53

Fuente: Instituto Nacional de la Seguridad Social, eSTADIS.

Tabla 7 – Evolución del porcentaje de variación del importe mensual medio de las pensiones contributi-
vas. 2005-2014

Incapacidad 
permanente Jubilación Viudedad Orfandad Favor 

familiares
Todas las 
pensiones

2005 5,25 5,81 5,36 7,85 6,92 5,75

2006 4,50 5,26 4,71 6,68 7,05 5,27

2007 3,99 5,16 4,53 5,26 6,32 4,96

2008 5,36 7,17 6,16 8,01 7,52 6,83

2009 3,74 4,86 4,70 4,51 4,36 4,78

2010 2,21 3,51 3,22 3,12 2,80 3,37

2011 2,31 3,53 2,57 2,52 2,84 3,27

2012 2,05 3,40 2,58 2,08 2,81 3,08

2013 2,29 3,50 2,67 1,24 3,13 3,20

2014 0,87 2,07 1,04 -0,46 1,49 1,71

Fuente: Instituto Nacional de la Seguridad Social, eSTADIS.
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Tabla 8 – Evolución del importe mensual medio de las altas y bajas según tipo de pensión. 2005-2014

Jubilación Viudedad

 Pensión 
media de 

altas

Pensión 
media de 

bajas

Diferencia Pensión 
media de 

altas

Pensión 
media de 

bajas

Diferencia

2005 800,12  608,51  191,61 483,37  394,64  88,73

2006 922,82  657,01  265,81 504,90  413,04  91,86

2007 994,34  702,08  292,26 529,39  434,11  95,28

2008 1.051,70  763,30  288,40 566,64  463,62  103,02

2009 1.110,04  808,69  301,35 595,28  486,86  108,42

2010 1.172,18  847,20  324,98 608,46  505,11  103,35

2011 1.202,07  874,55  327,52 619,67  520,60  99,07

2012 1.251,97  897,85  354,12 632,91  536,02  96,89

2013 1.295,64  941,07  354,57 647,07  551,32  95,75

2014 1.314,68  950,68  364,00 650,37  559,75  90,62

Fuente: Instituto Nacional de la Seguridad Social, eSTADIS.

Tabla 9 – Evolución de la esperanza de vida al nacimiento y a los 65 años. 1995-2050

Esperanza de vida al nacimiento Esperanza de vida a los 65 años

Varones Mujeres Varones Mujeres

1995 74,5 81,7 16,1 20,0

2000 75,9 82,7 16,7 20,6

2005 77,0 83,5 17,1 21,1

2010 79,1 85,1 18,4 22,4

2015* 79,8 85,5 18,9 22,8

2020* 81,0 86,4 19,7 23,5

2030* 83,1 88,0 21,2 24,8

2040* 85,0 89,4 22,6 26,1

2050* 86,7 90,6 23,9 27,2

*Datos proyectados 
Fuente: INE, Proyección de población, 2012-2052.

Tabla 10 – Proyecciones a largo plazo de la distribución de la población total por grupos de edad. 2012-2050

0-14 años 15-64 años 65 y más años Total

2012 7.026.581 31.140.027 8.029.677 46.196.285

2015* 7.093.453 30.358.015 8.439.641 45.891.109

2020* 6.818.836 29.349.191 9.144.284 45.312.311

2030* 5.632.790 27.117.465 11.300.064 44.050.319

2040* 5.232.179 23.949.231 13.796.012 42.977.422

2050* 5.212.218 21.402.562 15.221.239 41.836.019

*Datos proyectados.
Fuente: INE, Proyección de población, 2012-2052.


